Sobre el modo de ejercicio de la cláusula de conciencia y otras cuestiones conexas by Calvo Gallego, Francisco Javier
§ 71 
	
RODRIGO MARTÍN JIMÉNEZ 
mero)— que es regla aplicable la del Derecho marroquí (50% de la pensión, en el 
caso de dos cónyuges), si bien limitada y racionalizada de acuerdo con las exigencias 
del art. 174.2 LGSS, de tal forma que durante el período concurrente de convivencia 
matrimonial del causante con las dos esposas, el porcentaje de pensión aplicable a 
la segunda esposa (y divorciada) sólo alcanza el 50% de aquel período. Nada que 
objetar. 
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Sobre el modo de ejercicio de la cláusula de conciencia y otras cuestiones 
conexas 
por Feo. JAVIER CALVO GALLEGO Universidad de Sevilla 
Sentencia comentada: 
J- Comentario a la STC 225/2002, de 9 de diciembre (RTC 2002, 225) 
1. A pesar de su ya dilatada experiencia en otros ordenamientos de nuestro 
entorno cultural como el francés', el italiano2, el austriaco o, en menor medida el 
portugués', lo cierto es que la cláusula de conciencia de periodistas e informadores 
sigue presentándose en la actualidad como un derecho relativamente joven y de 
perfiles no siempre claramente definidos dentro del ordenamiento jurídico español. 
No debe olvidarse que, dejando a un lado ciertas reclamaciones profesionales', la 
primera recepción en la normativa estatal de este derecho se produjo en el artículo 
20.1 d) de nuestra Ley Fundamental (RCL 1978, 2836). Y ciertamente lo genérico de 
su recepción —limitada a la simple enunciación del derecho—, unido a la ausencia de 
cualquier tradición sobre el tema en nuestro sistema normativo, provocaron, ya desde 
un principio, importantes dudas sobre aspectos esenciales de su régimen jurídico 
como la titularidad, su contenido o su forma de ejercicio o actuación'. 
1. Como ya hemos tenido ocasión de señalar en alguna otra ocasión —CALvo GALLEGo. F. J.: «La cláusula 
de conciencia de periodistas e informadores», en Relaciones Laborales, 1995, T/II— en la actualidad, la 
cláusula de conciencia, en sentido amplio, se encuentra regulada en el sistema francés por el art. 761-
7 del Code du Travail de 1973 que ha recogido en esencia la conocida regulación contemplada en la 
Ley de 29 de marzo de 1935. Sobre la originaria regulación francesa de este instituto LAcuizE. M.: 
«Commentaire de la loi du 29 mars 1935», en Dalloz, 1936, IV, pg. 58; y recientemente, DuRANn. J. L.: 
«La clause de conscience des journalistes professionnels», en Droit Social, 1994, núm. 3, pg. 256 y ss. 
2. En Italia este derecho tuvo su primer reconocimiento por vía jurisprudencial, para, más tarde, ser 
incluido en los sucesivos Convenios Colectivos Nacionales de Trabajo Periodístico. Sobre este reconoci-
miento y su evolución pueden consultarse a PrDRAzz(nt. M.: «La clausola di coscienza a favore del 
giornalista e la sua evoluzione», en Giurisprudenza Italiana, 1977, I, 2 c. 87 y ss.; ID., «Poteri di gestione 
e «tendenza» nell'impresa d'informazione», en Giurisprudenza Italiana, 197, IV, c. 1 y ss. y PERA. G.: «Sul 
caso di coscienza dei giornalisti», en Massimario di Giurisprudenza del Lavoro, 1976, pg. 54 y ss. —que 
incluye los Dictámenes de la Federazione Italiana Editori Giornali y de la Federazione Nazionale della 
Stampa—. 
3. Un detenido análisis del contenido de este derecho en otros ordenamientos como el portugués o el 
austriaco en CARturto. M.: «La Cláusula de conciencia y el secreto profesional de los periodistas», en 
Cuaderno Chillas, Madrid, 1993, pg. 150 y ss. 
4. Sobre el tema CAPsty∎ CAs-rturA, J.: La Cláusula de conciencia periodística, Mac Graw Hill, Madrid, 1998 y 
AA V\': La cláusula de conciencia, EUNSA. Pamplona, 1978. 
5. Por poner sólo algunos ejemplos, CALyo GAtttic;o. J.: «La cláusula de conciencia de periodistas e infor-
madores», en Relaciones Laborales, 1995, núm. 13, pg. 11 y ss.: ID. Contrato de trabajo y libertad ideológica. 
Derechos fundamentales y organizaciones de tendencia, CES. Madrid, 1995, pg. 272 y ss. . 
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Hoy en día buena parte de aquellas cuestiones, sobre todo las relativas al conte-
nido específico de este derecho fundamental, han ido resolviéndose, primero me-
diante su regulación en convenios colectivos o en estatutos de redacción'', y, más 
tarde, mediante su completa regulación en la Lev Orgánica 2/1997, de 19 de junio 
(RCL 1997, 1546), Reguladora de la Cláusula de Conciencia de los Profesionales de 
la Información'. Pero qué duda cabe que, a pesar de todo, algunos aspectos concretos 
de su régimen jurídico y de su titularidad siguen suscitando una cierta polémica; una 
polémica ésta que aunque limitada cuantitativamente, dado el ámbito subjetivo de la 
cuestión, ha dado lugar a una importante y constructiva jurisprudencia constitucio-
nal. 
La Sentencia que es objeto del presente comentario constituye un supuesto para-
digmático de cuanto venimos diciendo. Lo peculiar en este caso es que, junto a la 
acertada resolución del problema fundamental —la forma de resolución del con-
trato—, esta sentencia realiza otras observaciones, aparentemente puntuales, pero sin 
duda altamente significativas, que vienen a avanzar la posible respuesta frente a otros 
problemas planteados en estas empresas. Pero vayamos por partes. 
2. Como suele ser habitual en la jurisprudencia de este Tribunal, la STC 225/ 
2002 (RTC 2002, 225) comienza su argumentación limitándose a reiterar la doctrina 
por ahora existente en relación con este derecho fundamental y que es, básicamente, 
la va establecida por la SIC 199/1999, de 8 de noviembre (RTC 1999, 199)8 . 
Desde esta perspectiva, y en un intento de enlazar y unificar la doctrina del 
Tribunal sin aparentes contradicciones, la STC 225/2002 vuelve a reiterar aspectos 
esenciales de este derecho, básicos desde una perspectiva constitucional. Y a pesar 
de lo que en un principio pudiera pensarse, en este caso concreto tales ideas tienen 
una notable influencia sobre algunos de los argumentos utilizados para resolver la 
concreta controversia que es objeto de nuestra atención. Por ello me gustaría destacar 
al menos dos de ellas. 
La primera es la estrecha conexión entre este derecho subjetivo y la libertad 
de información, no ya sólo en su vertiente subjetiva, sino también en su vertiente 
institucional. La cláusula de conciencia no sólo se conectaría así con la libertad ideo-
lógica reconocida en el artículo 16 CE (RCL 1978, 2836), sino también, y sobre todo, 
con el derecho fundamental a la libertad de información tanto en su vertiente subje-
tiva como en su vertiente institucional; esto es, como «forma de asegurar la transmi-
sión de toda la información por el profesional del medio, contribuyendo a conservar 
el pluralismo que justifica el reconocimiento del derecho, reforzando la formación 
de una opinión pública no manipulada y paliando el efecto silenciador que, por su 
propia estructura, puede producir el mercado de la comunicación». Seguramente es 
6. Vid. RAMOS SINION. L. F.: «Cláusula de conciencia: la iniciativa profesional sustituye al parlamento», en 
Revista de Ciencias de la Información, 1994, núm. 9, pg. 133 y ss.; C. 	J.: La cláusula de conciencia 
de periodistas..., cit.. pg. 37 y ss. 
7. Sobre la misma CArvo GALLEGo. F. J.: «Algunas reflexiones sobre la nueva ley de cláusula de conciencia», 
en Relaciones Laborales, 1998, m'un. 7; Srum.t.s.1.: La cláusula de conciencia del profesional de la información 
como sujeto de una relación laboral, Tirant lo Blanch. Valencia, 2000. 
8. Véanse los comentarios a esta Sentencia de SEGALEs. J.: «Notas sobre el primer pronunciamiento del 
TC en materia de derecho a la cláusula de conciencia de los profesionales de la información», en 
Derecho Social, 200, núm. 9, pg. 125 y ss.; Ptuno QtTcrno. M.: «La cláusula de conciencia de los periodis-
tas (A propósito de la STC 199/1999 [RTC 1999, 199] », en Repertorio Aranzadi del Tribunal Constitucio-
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ésta la causa última de su constitucionalización, ciertamente atípica dentro del Dere-
cho comparado. Y ello porque no es sólo la libertad ideológica del redactor la que 
sufre en estos casos de modificación de la orientación ideológica o informativa del 
medio; es la formación de una opinión pública correctamente informada la que 
podría quedar condicionada por las posibles limitaciones sobre todo en el ejercicio 
de este último derecho. Pero sobre ello volveremos más tarde. 
Por ahora tan sólo nos interesa destacar una segunda matización de esta parte 
claramente introductoria de la decisión del Tribunal. Y es que, como se reitera, el 
reconocimiento constitucional de este derecho no supone que los profesionales de 
la información dispongan de un derecho fundamental reforzado respecto a los demás 
ciudadanos. Más bien que al encontrarse sometidos a mayores riesgos en el ejercicio 
de sus libertades de información y expresión precisan de una protección específica 
que es la que brinda, entre otras, la cláusula de conciencia. Y esta protección especí-
fica, añadimos nosotros, supone también una regulación específica frente a las reglas 
generales en relación con la extinción indemnizada de su relación. Pero vayamos por 
partes. 
3. Desde esta doble perspectiva, la Sentencia aborda finalmente el principal 
problema que es objeto de atención en este caso concreto: la exigencia, normalmente 
impuesta por las decisiones de suplicación, antes') y después de la Les.' 2/1997 (RCL 
1997, l571-6) 1 ', de que la relación del informador se encontrase viva en el momento 
en el que se solicitase la extinción y, parece, hasta el momento en el que se dictase 
la sentencia que la declarase resuelta. 
Para comprender el origen de esta exigencia y de la actual regulación legal —art. 
2 LO 2/1997— quizás debamos partir de una premisa fundamental. Y es que ante la 
ausencia de un rápido desarrollo legislativo de este derecho, y postulando su inme-
diata efectividad —algo que, por cierto, nadie dudó— no fueron pocos los autores, o 
incluso las normas convencionales' que postularon o asumieron implícita o explícita-
mente la utilización de los esquemas jurídicos del artículo 50 ET (RCL 1995, 997) 
como marco general sobre el que construir, aun de forma provisional, y a la espera 
de su adecuado desarrollo legal, algunos aspectos de su régimen o, al menos, de 
aquellas partes ligadas al núcleo esencial de este derecho constitucional: la resolución 
indemnizada de la relación a instancias del trabajador por cambios sustanciales en la 
orientación ideológica o informativa del medio''. 
Esta conexión se justificaba en buena parte por el hecho de que este precepto 
estatutario recogía la posibilidad de que el trabajador solicitase la «rescisión» de su 
relación, entre otros supuestos, cuando se produjese una modificación sustancial de 
las condiciones de la prestación —derivada, por ejemplo, de la nueva orientación 
ideológica o informativa del medio— que, fuese o no ilegal —con la conocida polémica 
que en este punto sostuvo la doctrina iuslaboralista en relación con el art. 50.1.a 
9. STSJ de Madrid de 8 de mayo de 1997 (AS 1997, 1573). 
10. STSJ de Madrid de 5 de mayo de 1998 (AS 1998, 1705). 
11. Por poner tan sólo algún ejemplo el art. 8 del Convenio Colectivo aplicable a la Empresa Información 
y prensa Diario 16. 
12. Por mencionar tan sólo dos ejemplos, CARRIll.o. M.: La cláusula de conciencia..., cit., pg. 162 y ss., para 
quienes estos preceptos son, no obstante «útiles, pero insuficientes», o CALvo GA►.ruo. F. J.: La cláusula 
de conciencia..., cit., pg. 35 y ss. 
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ET"—, afectase a la dignidad profesional del informador. Con semejante estructura 
legal, no fue difícil utilizar esta norma corno punto de referencia sobre el que cons-
truir determinados elementos del régimen jurídico de este derecho constitucional. Y 
sin bien esta construcción tuvo evidentes y múltiples efectos positivos —al cristalizar y 
orientar la posible acción judicial, asegurando, por ejemplo, un indemnización digna 
para los informadores dimisionarios— tuvo también —y ello no cabe olvidarlo— ciertos 
efectos negativos. Y entre ellos, destacadamente, trasladar a este derecho fundamen-
tal una dinámica ya discutida por la doctrina en relación con el mencionado precepto 
laboral, y que salvo casos excepcionales exigía y aún exige —a diferencia de lo que 
sucede en el art. 41 ET— de forma reiterada la conservación de la relación para 
garantizar así el efecto constitutivo de la sentencia judicial. 
No parece necesario aquí abordar con excesivo detenimiento toda esta constante 
jurisprudencia, excelentemente tratada, por otra parte, en recientes estudios mono-
gráficos. Tan sólo convendría recordar que, para nuestros Tribunales, esta regla gene-
ral, absolutamente generalizada en todas las instancias judiciales'', tan sólo se altera-
ría en «supuestos excepcionales... por ejemplo, de malos tratos de palabra u obra, 
falta continuada de abono de salario'', o llevar a cabo el trabajo en modalidad distinta 
de la que fue contratada, es decir cuando se ofrecen situaciones que pongan de 
manifiesto que la convivencia resulta muy difícil»''', supuestos éstos al que obviamente 
debe añadirse el acuerdo entre las partes 7 y que en ocasiones la doctrina de suplica-
ción ha reconducido a situaciones vejatorias o en las que se encomiendan al trabaja-
dor tareas arriesgadas o humillantes'''. Para la jurisprudencia lo realmente importante 
sería la presencia de circunstancias especiales, cuando no excepcionales, que hicieran 
inexigible para el trabajador el estricto cumplimiento de su prestación'. 
Pues bien, lo que ahora nos interesa destacar es que ninguna de estas excepcio-
nes fue incorporada al texto final de la Ley Orgánica 2/1997 de 19 de junio, que 
simple y llanamente reconoció en su artículo 2 el derecho de «los profesionales de 
la información» a «solicitar la rescisión de su relación jurídica con la empresa de 
comunicación en la que trabajen». Dada la similitud terminológica con el texto literal 
del artículo 50 ET, y la ausencia de cualquier excepción que, en realidad hubiera 
debido ser la regla, la conclusión que pareció imponerse en la doctrina de suplica-
ción fue una interpretación estrictamente literal, que venía a imponer también para 
este derecho las mismas exigencias establecidas en el precepto estatutario. Para nues-
tros Tribunales —o, al menos para aquellos que abordaron este problema— también 
en estos casos de modificación sustancial de la línea ideológica o informativa del 
13. Por todos, RonRíGt , vz-PKFRo, M., FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F.: «La voluntad del trabajador en la extinción 
del contrato de trabajo», en La Ley-Actualidad, 1998, pg. 155 y ss., y, en especial pg. 166 y ss.; FrRNANnEz 
1,óPrz, M. F.: «La extinción del contrato de trabajo por voluntad del trabajador», en La extinción del 
contrato de trabajo. El despido, en AA VV, CGPJ. Madrid, 1992, pg. 158. 
14. la expresión es de RonRiGI, Ez-PINERo. y BRAVO FERRER, M., FERNÁNDEZ LOPEZ, M. F.: La voluntad del trabaja-
dor..., cit., pg. 209. En nuestra jurisprudencia baste mencionar la STS de 22 de mayo de 2000 (RJ 
2000, 4623) y el Auto del TS de 24 de mayo de 2000 (RJ 2000, 4629) con cita de otras muchas. 
15. STSJ de Galicia de 25 de marzo de 2002 (AS 2002, 781). 
16. SSTS de 18 de julio de 1990 (RJ 1990, 6425). 
17. STSJ de Comunidad Valenciana de 10 de julio de 2000 (AS 2001, 580). 
18. STSJ Baleares de 30 de enero de 1993 (AS 1993, 162) con amplia cita jurisprudencial. 
19. Por mencionar tan sólo algunos ejemplos, SSTS de 18 de septiembre de 1989 (RJ 1989, 6455) y de 
18 de julio de 1990 (RJ 1990, 6425). En la doctrina, en este sentido, RonRíGyEz-Pit.Ro y BRAVO FERRER. 
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medio, el informador estaría en principio obligado a continuar la prestación durante 
toda la tramitación del procedimiento, rechazándose las demandas de extinción in-
demnizada de aquellos profesionales que solicitasen la indemnización tras haber 
abandonado previamente su puesto de trabajo. Y todo ello, considerando además 
que en estos casos no se habría producido una mera interrupción por causas imputa-
bles al empresario, sino un auténtico desistimiento que, como es bien sabido, y a 
pesar de ciertas opiniones doctrinales, suele considerarse tradicionalmente como 
causa de extinción de la relación laboral, impidiendo además la indemnización que 
como elemento inescindible incorpora esta acción. 
Para solventar todos estos problemas, algún avezado autor ha propuesto reciente-
mente una interesante solución basada en la posibilidad de que el informador solici-
tase, como medida camelar, la suspensión de la relación para permitir el manteni-
miento de la relación y la posibilidad de una sentencia constitutiva sin incurrir ni en 
posibles incumplimientos, ni en actitudes que impidiesen la efectividad del cambio 
de orientación del medio'''. La solución, original y garantista donde las haya, plan-
teaba no obstante una cierta complejidad sobre todo procedimental que, segura-
mente, es la que ha dificultado su aplicación práctica. 
Para los demás supuestos, en los que ni tan siquiera se hubiera planteado esta 
solución, algunos otros postulamos simple y llanamente, y al menos en un primer 
momento, una aplicación adecuada y extensiva a estos supuestos de las excepciones 
ya previstas para el artículo 50 ET. La identidad de regulación debía, cuanto menos 
permitir dicho trasvase. Y ello partiendo de un dato al menos a nuestro juicio incon-
testable: el que en estos casos la regla general habría de ser, paradójicamente, la 
inexigibilidad de este mantenimiento de la relación, ya que sobre todo en el caso de 
las tareas de tendencia, otra solución podría acabar provocando daños inaceptables 
a la dignidad del trabajador y a sus derechos fundamentales21 . 
Esta interpretación tenía seguramente —como se encargó de destacar el anterior 
sector de la doctrina— el inconveniente de la falta de garantías que reportaba para el 
informador. De hecho las sentencias de suplicación antes mencionadas son un buen 
ejemplo de ello. Pero permitía, al menos en aquel momento, una cierta vía de escape 
frente al expreso tenor literal de la ley, especialmente para aquellos casos en el que, 
sin norma convencional que lo permitiese, el redactor extinguía unilateralmente la 
relación alegando su cláusula de conciencia; para aquellos casos en los que el redac-
tor considerase inaceptable, como era lógico, tener que mantener la relación mien-
tras se articulaba un proceso judicial no siempre lo necesariamente rápido. 
4. Pues bien, en el caso concreto objeto de nuestra atención, parece que fue 
esta última la posición asumida por el Ministerio Fiscal al solicitar el otorgamiento 
del amparo. A su juicio, y tal como se deduce de los Antecedentes de hecho de la 
Resolución «la condición de excepcionalidad que requiere la jurisprudencia del Tri-
bunal Supremo para dar validez al abandono del puesto de trabajo con carácter 
previo al ejercicio de la acción extintiva» se «manifestaría aquí porque no sólo se 
trata de un cambio sustancial ... sino de un cambio radical y absoluto». Se trataría 
20. Vid. SEGALKJ.: La cláusula de conciencia..., cit., pg. 341 y ss. 
21. (luyo GALLuiGo. F. 	I,a cláusula de conciencia..., cit., pg. 36; ID., Algunas reflexiones..., cit., pg. 33. 
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pues, de volver nuevamente a considerar aquí aplicables las excepciones jurispruden-
ciales ya reconocidas —aunque de forma ciertamente limitada— para el artículo 50 ET 
(RCL 1995, 997). 
Y, sin embargo, creo que la posición de la Sala va incluso más allá, de forma 
novedosa, pero también extraordinariamente inteligente, en la línea, por cierto, ya 
avanzada por algún autor. Y ello porque para la Sala, la interpretación literal del 
artículo 2 de la Ley Orgánica 2/1997 (RCL 1997, 1546) sólo debería ser un punto 
de partida y no una conclusión ineludible dada la presencia de diversos intereses 
constitucionales en juego. Y porque, sobre todo —y creo que este punto constituye 
uno de los aspectos esenciales de la resolución—, la Sala, olvidándose de los esquemas 
del artículo 50 ET, quizás necesarios en un primer momento, pero no imprescindi-
bles en la actualidad, realiza una interpretación autónoma de este derecho constitu-
cional rechazando cualquier interpretación que desembocase en limitaciones que lo 
hiciesen impracticable, que lo dificultasen más allá de lo razonable o que lo despoja-
sen de la necesaria protección. 
Desde esta nueva perspectiva, si se nos permite, no contaminada por la estruc-
tura y la práctica judicial en relación con el artículo 50 ET, la solución no puede ser 
más simple, y, a la vez más acertada. Teniendo en cuenta la presencia tanto de dere-
chos fundamentales del informador —libertad ideológica y de información— como de 
una garantía institucional, la de una opinión pública informada, la conclusión parece 
inevitable. Y es que exigir —como ha venido haciendo la escasa doctrina de suplica-
ción que se ha enfrentado con este problema— el mantenimiento en todos estos casos 
de la relación, basándose tan sólo en una simple interpretación literal el artículo 2 
de la Ley Orgánica 2/1997 (deudora, como ya hemos señalado, de una extendida 
interpretación del art. 50 ET) supondría, o bien hacer caer al informador en el riesgo 
de incumplimientos —sobre cuya culpabilidad o no obsérvese que el Tribunal no se 
pronuncia, si bien los califica como tales—, o bien exigirle una colaboración que no 
sólo supondría una limitación inadmisible de sus derechos fundamentales, sino que 
también conllevaría dar una falsa imagen de aceptación de informaciones u orienta-
ciones ideológicas no compartidas poniendo en riesgo la formación de una opinión 
pública libre y consciente, necesaria en toda sociedad abierta e informada. Y todo 
ello por no hablar de la injustificada diferencia de trato que podría darse con el 
profesional no labora122. 
En este contexto, creo que la principal aportación de la sentencia es, por un 
lado, construir la lógica y el funcionamiento de este derecho fundamental de una 
forma absolutamente independiente a la rígida estructura y, sobre todo, funciona-
miento del artículo 50 ET; y del otro, partiendo de la independencia de este derecho 
constitucional, dar una respuesta adecuada a las exigencias constitucionales del su-
puesto concreto. Así, el Tribunal, en vez de indagar si esta hipótesis encajaba o no 
en las tradicionales excepciones del art 50 ET, realiza un análisis exquisitamente 
constitucional, desde una perspectiva centrada en los derechos fundamentales en 
juego, aportando una solución a mi juicio incontestable. Y ésta es, en definitiva, que 
en tales supuestos parece razonable considerar que sería constitucionalmente inadmi-
sible exigir en todo caso el mantenimiento de la prestación para poder solicitar, 
22. De hecho esta misma orientación y similares argumentos ya habían sido destacados acertadamente 
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estando viva o activa la misma, su extinción indemnizada. Una interpretación de 
este tipo acabaría por desnaturalizar este derecho, imponiendo unas condiciones de 
ejercicio que, si aparentemente podrían parecer destinadas a tutelar al trabajador —al 
garantizar la conservación de la relación en aquellos casos en los que el Tribunal no 
apreciase la causa de resolución—, acabaría por imponer tales requisitos que impedi-
rían tutelar el interés que subyace en este derecho fundamental. Como acertada-
mente señaló un sector de la doctrina la armonización entre este mecanismo necesa-
riamente judicial y la histórica articulación dimisionaria e indemnizatoria de la 
cláusula de conciencia resultaba ciertamente traumática'''. De ahí que «el protocolo 
rescisorio... que parecía imponer la Ley 2/1997 no trajese un beneficio añadido al 
trabajador, sino más bien todo un conjunto de inconvenientes» '4; y que, por tanto, 
resultase lógico —como hace el Tribunal Constitucional— volver a la construcción his-
tórica de la propia cláusula de conciencia y otorgar la posibilidad de reclamar la 
indemnización una vez extinguida directamente la relación por el trabajador. 
5. Poco más cabe ya añadir a estas breves notas sobre una sentencia a mi juicio 
ciertamente positiva. A partir de este momento, y como ya propusiera algún avezado 
autor, al informador afectado por esta modificación sustancial se le abre una doble 
posibilidad en el ejercicio de esta concreta facultad del derecho a la cláusula de 
conciencia. De un lado, la opción tradicional de solicitar judicialmente la extinción 
y la indemnización prevista legalmente, que seguramente será la utilizada en los su-
puestos más dudosos al amparo del texto inmodificado del artículo 2 de la Ley Orgá-
nica 2/1997. Pero unida a ella, y como parte integrante de su contenido central, la 
posibilidad, ahora ya sí claramente admitida desde una interpretación directamente 
constitucional, de extinguir sin más la relación, solicitando con posterioridad, como 
sucedió históricamente, la indemnización debida legal o, en su caso, contractual-
mente, que no le podrá ser negada por la ausencia de vida de la relación'. 
En definitiva, podríamos concluir señalando que el mecanismo protector de la 
solicitud judicial, al volver a ser una simple posibilidad para el informador, ha reto-
mado su papel lógico y racional, eliminándose así sus anteriores efectos distorsionan-
tes derivados, en último término, de una imposición inadmisible y especialmente 
llamativa en la dinámica protectora de un derecho fundamental. 
§ 73 
Interpretación normativa y justicia material: suspensión de condenas penales 
y reconocimiento del derecho al subsidio por desempleo 
por Y()LANDA CANO G-11 1N Universidad Rey Juan Carlos 
Sentencia comentada: 
Comentario a la STSJ de Asturias de 27 de septiembre de 2002 (AS 2002, 3540) 
La sentencia objeto de comentario, de la Sala de lo Social del Tribunal Superior 
23. En una línea similar Sr.(;Arrs. J.: Cláusula de conciencia..., cit., pg. 339. 
24. Su:ALEs, f.: Notas sobre el primer pronunciamiento..., cit., pg. 138. 
25. Nuevamente, SruArris, J.: La cláusula de conciencia..., cit., pg. 342. 
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